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Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


Buenos Aires, 26 de  febrero de 2009

RES. N° 56/2009

VISTO: 
El expediente SCD-007/09- “SCD s/ denuncia formulada por Dr. Hugo Mario Torre en relación con las actuaciones Contravencionales  Nº 15684/08 y Nº 29182/08.
CONSIDERANDO:
Que se inician las presentes actuaciones en razón de la denuncia formulada por el Dr. Hugo Mario Torre en la sede de la Fiscalía General de la Ciudad de Buenos Aires contra la titular subrogante de la Fiscalía en lo Penal, Contravencional y de Faltas Nº 9, Dra. María Florencia Zapata, por su actuación en los expedientes Contravencionales  Nº 15684/08 y Nº 29182/08.

Que,  previo a resolver sobre la viabilidad de la denuncia, corresponde hacer una serie de  aclaraciones, en virtud de las particularidades que reviste la designación de la Dra. Zapata en forma interina como fiscal. 




Que, según surge de las constancias agregadas por  la Secretaría de la Comisión de Disciplina y Acusación, la denunciada, Dra.  María Florencia Zapata, fue designada en forma interina como fiscal subrogante a cargo de la Fiscalía Nº 9 (Res. FG 178/07, 128/08 y 245/08), hasta el 12 de enero del corriente año, fecha en la cual retomó su cargo de  Secretaría.

Que, sin perjuicio de que la mencionada funcionaria haya concluído su desempeño como Fiscal subrogante de Primera Instancia, entendemos que es competencia de este Consejo de la Magistratura resolver la procedencia de la denuncia, por cuanto importa determinar si el cumplimiento de su función como Magistrada es reprochable en los términos del Art. 122 de la Constitución de la Ciudad Autónoma o del Reglamento Disciplinario Res. CM Nº 272/2008, a efectos de que permanezca o no en el orden de mérito para ocupar nuevamente las vacantes de Fiscal de Poder Judicial de esta Ciudad.

Que, fijado el ámbito y alcance de la competencia de este Consejo, este  Plenario procede al tratamiento de la cuestión de fondo de la denuncia.

Que el Dr. Torre, en su denuncia, expone que en los sumarios de referencia -en los que presuntamente resultaría damnificado- se investiga la posible comisión reiterada de la contravención prevista por el artículo 82 del Código Contravencional -ruidos molestos- y del delito de amenazas, tipificado por el artículo 149 bis del Código Penal, y resultarían imputados Paloma Edika Campos y Carlos Albarracín.

Que en aquellas actuaciones, el Dr. Torre afirmó que  la conducta de los encausados se dirigía a evadir en forma sistemática los compromisos y obligaciones procesales, razón por lo cual le solicitó a la Fiscal que decrete la rebeldía y detención de ambos.

Que, ante tal requerimiento, la Dra. Zapata resolvió que debía tenerse presente lo peticionado y consideró que resulta “improcedente solicitar la orden de rebeldía de la imputada .... hasta tanto no se agoten las averiguaciones tendientes a dar con su paradero, por el momento no ha lugar” (ver fs. 5). 

Que, analizadas las constancias agregadas, surge con absoluta claridad que la conducta reprochada no resulta susceptible de valoración por parte de los órganos encargados de investigar la actuación de los magistrados, por cuanto se refiere exclusivamente a cuestiones de derecho, materia de tratamiento de los órganos revisores de las decisiones  jurisdiccionales.

Que el Consejo de la Magistratura  no puede inmiscuirse directa o indirectamente en la competencia jurisdiccional. En otros términos, las sanciones disciplinarias apuntan a que este Consejo “logre disciplina en el cumplimiento de reglas ordenatorias para la administración del universo de conflictos, no para la decisión  de un conflicto determinado, ni , consecuentemente, para imprimir una determinada línea a los actos procesales” (Kemelmajer de Carlucci, Aída, “El Poder Judicial en la reforma constitucional”.,  en AA.VV. “Derecho Constitucional de la Reforma de 1994”, Mendoza, Instituto Argentino de  Estudios Constitucionales y Políticos, 1995, T omo II, Pag. 275).

Que tal ha sido el criterio de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en tanto sostuvo que, cualquiera sea el acierto o el error de las resoluciones objetadas, ello deberá ser establecido dentro de los cauces procedimentales y por el juego de los recursos que la ley suministra a los justiciables. En este orden de ideas, resulta impensable que la potestad política que supone el juzgamiento de la conducta de los jueces esté habilitada para inmiscuirse en la tarea jurisdiccional de éstos y formular juicios al respecto (Fallos: 300:1330). Asimismo, sostuvo dicho Tribunal  que “lo inherente a las cuestiones procesales suscitadas en causas judiciales  (...) es facultad propia de los magistrados que entienden en los respectivos procesos y los posibles errores o diferentes interpretaciones que sobre ella se hagan encuentran remedio oportuno en los recursos previstos en las normas adjetivas aplicables al caso. Siendo así, no resulta idónea para apoyar una solicitud de enjuiciamiento la acusación referente a que se habría configurado un desconocimiento y/o no aplicación de la legislación vigente. 

Que lo atinente a la aplicación e interpretación de normas jurídicas en un caso concreto es resorte exclusivo del juez de la causa sin perjuicio de los recursos que la ley procesal concede a las partes para subsanar errores o vicios en el procedimiento o para obtener reparación a  los agravios que los pronunciamientos de magistrados pudieren ocasionarles. No cabe pues, por la vía de enjuiciamiento, intentar un cercenamiento de la plena libertad de deliberación y decisión que deben gozar los jueces en los casos sometidos a su conocimiento, ya que admitir tal proceder significaría atentar contra el principio de independencia del Poder Judicial, que es uno de los pilares de nuestra organización constitucional” (Fallos: 305:113). Por ende, el presupuesto necesario de la función de juzgar resultaría afectado si los jueces estuvieran expuestos al riesgo de ser removidos por el sólo hecho de que las consideraciones vertidas en sus sentencias puedan ser objetables, a excepción de que ellas constituyan delitos o traduzcan ineptitud moral o intelectual (Fallos 274: 415), extremos que, por cierto, como ya fuera referido “ut supra”, no se configuran en la especie. 

Que, también Bidart Campos entendió que cuando la conducta que se pretende cuestionar es el pronunciamiento de un magistrado en el marco de un proceso, la cuestión plantea  un límite concreto: las sentencias judiciales son actos jurídicos producto de la actividad de un órgano jurisdiccional, cuya validez sólo puede ser cuestionada, en su caso, ante un órgano del mismo ámbito (Bidart Campos, Germán J. “El Derecho constitucional del Poder”, Ediar, Buenos Aires, 1967, Tomo II pag. 245).

Que en este sentido, la Jurisprudencia reciente, citando la doctrina mayoritaria, ha dicho, en concordancia con lo expresado en estos considerandos, que “nuestra organización judiciaria, humana y previsora, reposa sobre la base del posible error judicial y a ello obedecen los recursos que consagra la ley contra las decisiones que se estiman equivocadas por las partes (...) el error no puede incriminarse porque es independiente de la voluntad humana (...) y la sociedad y la ley no podrán exigir un juez infalible” (Parry, Adolfo A., “Facultades disciplinarias del Poder Judicial” Ed. Jurídica Argentina, Buenos Aires, 1939, pág 337 y sgtes).

Que, en conclusión, se puede afirmar que solo existe por parte del presentante un desacuerdo con decisiones jurisdiccionales contrarias a su pretensión, las cuales -como en reiteradas oportunidades se ha establecido- sólo pueden ser atacadas  por las vías procesales pertinentes.

Que, por otro lado, no debe olvidarse que la Ley 31  establece en el art. 1º, que es función de este Consejo asegurar y consolidar la independencia del Poder Judicial, la que se determina por dos aspectos: uno externo, conformado por las presiones que pudieran provenir de los otros poderes del Estado e incluso de particulares; y otro interno: el que puede darse desde órganos pertenecientes al propio Poder Judicial jerárquicamente superiores a los/as Magistrados/as que intervienen en determinados expedientes.

Que por esto, la Comisión entiende que no debe hacerse lugar a la apertura de sumario, ni proceso alguno contra la entonces Magistrada.  Disponer lo contrario, abriría un peligroso camino en el que cualquier acto procesal dictado por un Magistrado, por  la simple disconformidad de alguna de las partes, daría lugar a la remoción, lo que provocaría, sin lugar a dudas, una afectación a la natural división de Poderes.

Que para que se proceda a la apertura de un sumario como el que aquí se pretende, se debe verificar que exista una cuestión concretamente disciplinaria a decidir y no el mero cuestionamiento de una decisión jurisdiccional, pues esta sola circunstancia, en caso de darle curso, violaría la independencia y autonomía de la Magistrada interviniente, condicionándolo en cada una de sus decisiones. 

Que este Plenario ha tenido por principio rector que los asuntos de naturaleza puramente procesal o cuestiones exclusivamente de derecho exceden el ámbito de su competencia disciplinaria y que sólo son susceptibles de revisión a través de los remedios previstos en el ordenamiento procesal correspondiente. 

Que este Plenario comparte el criterio dictaminado por la Comisión de  Disciplina y Acusación, y entiende que corresponde el archivo de las actuaciones. 

Por ello, y las atribuciones conferidas por el Art. 116 de la Constitución de la Ciudad  Autónoma, la Ley 31 y las Res. CM 272/2008,

 

EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

DE LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES

RESUELVE:

Art. 1°:  Desestimar la denuncia  formulada por el Dr. Hugo Mario Torre contra la Dra. María Florencia Zapata, quien se desempeñara como Fiscal Subrogante de la Fiscalía Nº 9 Contravencional y de Faltas y disponer el archivo de las actuaciones.

Art. 2°: Regístrese, notifíquese a los interesados, hágase saber al Sr. Fiscal General y, oportunamente, archívese. 

RESOLUCION N° 56/2009
N. Mabel Daniele




Mauricio Devoto

Secretaria





Presidente 
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